ACTA n.° 07-2013

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las ocho horas y cuarenta y cinco minutos del 13 de noviembre del año dos mil trece. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Olga Fallas Ulloa, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Casación Penal; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de Trabajo; la Licda. Gloriela Soto Blanco, en representación de la Dirección de Gestión Humana; y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial.  Invitado: el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez de la Defensa Pública.  Ausente:  el Lic. Francisco Segura Montero, director general del Organismo de Investigación Judicial.
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AGENDA

1. Aprobación del acta .º 06-2013 del 16 de octubre de 2013.  

2. Permisos de Juezas y Jueces en la Escuela Judicial.

3. Oficio nº. 11796-13 del 23 de octubre de 2013, suscrito por el Sr. Gustavo Barquero Morales, prosecretaria general de la Secretaria General de la Corte, al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  en donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 95-13 del 08 octubre del año en curso, ARTÍCULO XXXIII, que dice: 

“Manifiesta la Integrante Lupita Chaves Cervantes, que como es de costumbre anualmente, la Escuela Judicial someterá a conocimiento de este Consejo el Plan Anual de Capacitaciones, por lo que es de su interés que se le inste para que dentro de este plan se incluya la posibilidad de dar un mayor uso a la video conferencia y otros sistemas informatizados para la capacitación, tales como cursos virtuales. Lo anterior con el fin de minimizar la afectación al servicio público a cargo de quienes se les autoriza a participar en dichas capacitaciones, lo cual en la mayoría de los casos implica que tengan que reprogramar diligencias ya señaladas en sus agendas o bien gestionar permisos con goce de salario y sustituciones, lo que definitivamente causa un impacto sustancial en la partida de sustituciones. Además considera que debería la Escuela Judicial rendir anualmente un informe en donde se pueda ver reflejado el impacto  y los resultados de dichas capacitaciones.  

“Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes y hacer una instancia a la Escuela Judicial para que dentro del Plan Anual de Capacitaciones que presentará a este Consejo, tome en cuenta las inquietudes presentadas.”

4. Oficio nº. 12401-13 del 7 de noviembre de 2013, suscrito por el Sr. Gustavo Barquero Morales, prosecretaria general de la Secretaria General de la Corte, al MBA. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Personal,  en donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión sesión N° 99-13 celebrada el 22 de octubre del año en curso, ARTÍCULO  XIII, que dice: 

Solicitar a la Escuela Judicial, a las diferentes unidades de capacitación del OIJ, Ministerio Público, Defensa Pública y al Departamento de Personal para que valoren la opción de realizar los procesos de capacitación utilizando el sistema de videoconferencias, durante los días sábados, o fuera de horario laboral, o bien regionalizarlas, con el fin de evitar que servidores y servidoras que laboran fuera del Área Metropolitana tengan que trasladarse, lo que produce una afectación al servicio y una necesidad de sustitución que no puede ser satisfecha en virtud de que el contenido presupuestario para esos efectos es limitado y como resultado de ello se producen suspensiones de audiencias y debates señalados.”

5. Planes de Capacitación 2014 de la Escuela Judicial, del Ministerio Público, de la Defensa Pública, Departamento de Gestión Humana y de la Unidad de Capacitación del O.I.J. 

6. Observaciones del Ministerio Público y la Defensa Pública con respecto al oficio nº. N°033-CD/EJ-13 enviado para el conocimiento de la Corte Plena, en donde se transcribe el acuerdo del Consejo Directivo, sesión nº. 06-13 celebrada el  dieciséis de octubre del 2013, ARTÍCULO III, que dice: 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: 1.) Acoger la anterior gestión del Ministerio Público, para que la Escuela Judicial y  las unidades de capacitación del Ministerio Público, del Departamento de Gestión Humana, de la Defensa Pública y del Organismo de Investigación Judicial, sean dotadas, en la medida de lo posible, del equipo informático y software propietario necesario para el desarrollo de sus actividades didácticas. 2.)  Hacer una atenta instancia a las y los integrantes de la Corte Plena y al Comité Gerencial de Informática del Poder Judicial, para que se tomen en cuenta las necesidades especiales de la Escuela Judicial y las unidades de capacitación en materia de acceso a la tecnología. ACUERDO FIRME.

7. Oficio nº. N° EJ-DIR-213-2013,  suscrito por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para el conocimiento de las y los integrantes de la Corte Suprema de Justicia, que dice: 

“En mi calidad de director de la Escuela Judicial y en ejecución de lo acordado por el Consejo Directivo de dicha institución en sesión 06-13 de 16 de octubre de 2013, artículo V, me permito hacer la siguiente comunicación relacionada con las necesidades de la Escuela y las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ y Gestión Humana en cuanto a especialistas en contenido.

Desde su creación en 1981, la Escuela Judicial ha desempeñado un papel de enorme importancia en la formación y capacitación jueces y juezas, así como del personal auxiliar (personas técnicas judiciales), de las diferentes regiones del país. Posteriormente, fueron creadas las unidades de capacitación del Organismo de Investigación Judicial, el Departamento de Gestión Humana, la Defensa Pública y el Ministerio Público. Gracias a la inversión que el Poder Judicial hace en la formación de su capital humano, y pese a los retos que enfrenta, la justicia costarricense sigue siendo un ejemplo de calidad y solvencia técnica y ética.” […] (Se adjunta el oficio n°. 1357-DPUC-2013 de la Defensa Pública y el oficio 236-UCS-MP-2013 del Ministerio Público).
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ARTÍCULO I

 Aprobación del nº. 06-2013 del 16 de octubre de 2013.  

SE ACUERDA:  Aprobar el acta .nº 06-2013 del 16 de octubre de 2013. Se abstienen de votar por no haber participado en dicha sesión,  la Licda. Olga Fallas Ulloa, el M.Sc. Sául Araya Matarrita y la Licda. Gloriela Soto Blanco.   ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO II

Se comunicó que el lunes once de noviembre del año en curso, se reeligió al  Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas y al Dr. Juan Carlos Segura Solís, como integrantes titulares de este Consejo. También, que se nombre al Álvaro Hernández Aguilar, como integrante suplente del Dr. Sanabria Rojas.
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SE ACUERDA: Felicitar al Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, al Dr. Juan Carlos Segura Solís y al M.Sc. Rónald Cortés Coto, por haber sido reelectos, respectivamente, como integrantes titulares y suplente de este Consejo. Extender una cordial bienvenida al Dr. Álvaro Hernández Aguilar por su designación como integrante suplente. Manifestar nuestro reconocimiento al Dr. José Rodolfo León Díaz, por su labor como suplente de este Consejo. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO III

Permisos de Juezas y Jueces actualmente nombrados en la Escuela Judicial, (2013).

	Nombre completo
	Cédula
	Programa
	Ingreso 
	Egreso

	Rosaura García Aguilar
	1-626-862
	Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ)
	Junio de 2011 
	31 de diciembre de 2013

	María Ester Brenes Villalobos
	4-132-550
	
	Enero de 2007 
	31 de diciembre de 2013

	Robert Camacho Villalobos
	1-727-564
	
	Enero de 2008 
	31 de diciembre de 2013

	Carlos Nuñez Nuñez
	8-068-873
	
	Enero de 2010 
	31 de diciembre de 2013

	MSc. Diego Benavides Santos
	
	-Subprograma de Especialización de Familia (elaboración del Diagnóstico de Familia, Macro y Microprogramación y facilitador) 

-Apoyo al  Programa del  FIAJ, de la Comisión de la Jurisdicción de Familia y  Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
	Enero de 2009
	30 de junio de 2013

	Dr. Jorge López González, juez del Tribunal Primero Civil de San José.


	
	Colaboraron con la creación de los Módulos del Sub Programa de Especialización Civil 


	1 de marzo 2012
	15 de mayo 2012

	Dr. Álvaro Hernández Aguilar, juez del Tribunal Primero Civil de San José.
	
	
	del 16 de mayo 2012
	31 de julio 2012

	Lic. Guillermo Guilá Alvarado, juez del Tribunal Civil de Alajuela. 
	
	
	1 de agosto 2012
	28 de setiembre 2012

	Lic, Jorge Olaso Álvarez, juez del Tribunal Segundo Civil de San José. 
	
	
	Sin requerir permiso con sustitución.
	----------------------

	M.Sc. ILEANA SÁNCEZ NAVARRO

Jueza 4 del Tribunal contencioso administrativo
	
	Diagnóstico y macroprogramación en Contencioso Administrativo
	18 de julio hasta 2011
	23 de diciembre de 2011

	
	
	Microdiseño de los cinco módulos Contencioso Administrativo
	26 de marzo  2012  
	 30 de marzo 2012

	
	
	Implementación de cinco cursos en la plataforma virtual Contencioso Administrativo
	29 de octubre 2012 
	7 de diciembre del 2012

	M.Sc. William Serrano Baby, juez Penal
	
	Subprograma de Nivelación General Básica para Juezas y Jueces.

Subprogra de Especialización en Materia Penal para Juezas y Jueces.
	Setiembre 2011
	20 de diciembre de 2013

	M.Sc. Ruth Alpizar Rodríguez, jueza Agraria
	
	Subprograma de Especialización para Juezas y Jueces 3 y 4 de lo Contencioso Administrativo.

Programa  de Especialización en Materia Ambiental
	12 de agosto 2013
	12 de agosto 2013

	M.Sc. Maribel Seing Murillo

Jueza Civil
	
	Subprograma de Nivelación General Básica para Juezas y Jueces.

Subprograma de Especialización en Materia Penal para Juezas y Jueces.
	18 de marzo de 2013
	13 de diciembre de 2013

	M.Sc. Julieta Barboza Cordero

Jueza Conciliadora
	
	Subprograma de Nivelación General Básica para Juezas y Jueces.

Programa de Facilitadores Judiciales
	12 de marzo de 2013
	13 de diciembre de 2013.

	M.Sc. Gustavo Cordero Jenkins

Letrado
	
	Subprograma de Nivelación General Básica para Juezas y Jueces
	12 de marzo de 2013
	24 de diciembre de 2013
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Se da un intercambio de opiniones, sobre la conveniencia de propiciar la rotación de las juezas y los jueces nombrados como docentes en la Escuela Judicial, así como acerca del período idóneo de permanencia en esta labor. Por lo anterior, se considera necesario contar con un banco de datos de personas facilitadoras, mediante un concurso abierto y que incluya a las personas becadas del Poder Judicial, quienes podrán ser consideradas como futuros colaboradores en dicha tarea. Se estima prudente que la rotación de las personas docente actuales, se realice paulatinamente.

Se propone la elaboración de un proyecto de reglamento para personas facilitadoras de la Escuela Judicial, que contenga temas tales como: el perfil de ingreso, el período de formación en las habilidades y destrezas, el diseño curricular y la metodología, la evaluación del desempeño de la persona facilitadora, la forma de salida en forma ordinaria o extraordinaria por retiro. Este Reglamento deberá regir para la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación.
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SE ACUERDA: 1.) Solicitar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, que presente un informe actualizado de las juezas y los jueces nombrados como facilitadoras en la Escuela Judicial desde el 2003 al 2013, para su análisis en una siguiente sesión de este Consejo.  2.) Solicitar al Departamento de Gestión Humana, la lista actualizada de personas becadas del Poder Judicial, quienes podrían ser considerados como futuros especialistas y facilitadoras de la Escuela Judicial.  3.) La Escuela Judicial deberá elaborar un borrador de Reglamento de Personas Facilitadoras de la Escuela Judicial, que contenga, al menos, todos los aspectos mencionados en la parte considerativa de este acuerdo. Este borrador deberá ser ampliamente analizado en todas las unidades de capacitación antes de su conocimiento por parte de este Consejo Directivo en su primera sesión de 2014. 4.) Solicitar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, informar a las personas nombradas en la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IV

Oficio nº. 11796-13 del 23 de octubre de 2013, suscrito por el Sr. Gustavo Barquero Morales, prosecretaria general de la Secretaria General de la Corte, al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, que dice:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 95-13 celebrada el 8 de octubre del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXXIII

DOCUMENTO N° 12062-13

Manifiesta la Integrante Lupita Chaves Cervantes, que como es de costumbre anualmente, la Escuela Judicial someterá a conocimiento de este Consejo el Plan Anual de Capacitaciones, por lo que es de su interés que se le inste para que dentro de este plan se incluya la posibilidad de dar un mayor uso a  la video conferencia y otros sistemas informatizados para la capacitación, tales como cursos virtuales. Lo anterior con el fin de minimizar la afectación al servicio público a cargo de quienes se les autoriza a participar en dichas capacitaciones, lo cual en la mayoría de los casos implica que tengan que reprogramar diligencias ya señaladas en sus agendas o bien gestionar permisos con goce de salario y sustituciones, lo que definitivamente causa un impacto sustancial en la partida de sustituciones. Además considera que debería la Escuela Judicial rendir anualmente un informe en donde se pueda ver reflejado el impacto  y los resultados de dichas capacitaciones.  

Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes y hacer una instancia a la Escuela Judicial para que dentro del Plan Anual de Capacitaciones que presentará a este Consejo, tome en cuenta las inquietudes presentadas.”
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Oficio nº. 12401-13 del 07 de noviembre de 2013, suscrito por el Sr. Gustavo Barquero Morales, prosecretaria general de la Secretaria General de la Corte, al MBA. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Personal, que dice: 

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 99-13 celebrada el 22 de octubre del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XIII

Documento N° 12581-13

Con ocasión de las constantes solicitudes de sustitución para distintas capacitaciones y en razón de las limitaciones presupuestarias que enfrenta este Poder de la República, se dispuso: Solicitar a la Escuela Judicial, a las diferentes unidades de capacitación del OIJ, Ministerio Público, Defensa Pública y al Departamento de Personal para que valoren la opción de realizar los procesos de capacitación utilizando el sistema de videoconferencias, durante los días sábados, o fuera de horario laboral, o bien regionalizarlas, con el fin de evitar que servidores y servidoras que laboran fuera del Área Metropolitana tengan que trasladarse, lo que produce una afectación al servicio y una necesidad de sustitución que no puede ser satisfecha en virtud de que el contenido presupuestario para esos efectos es limitado y como resultado de ello se producen suspensiones de audiencias y debates señalados.”
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Oficio nº. EJ-DIR-213-13 del 18 de octubre de 2013, suscrito por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, a las y los integrantes de la Corte Plena,  que dice: 

En mi calidad de director de la Escuela Judicial y en ejecución de lo acordado por el Consejo Directivo de dicha institución en sesión 06-13 de 16 de octubre de 2013, artículo V, me permito hacer la siguiente comunicación relacionada con las necesidades de la Escuela y las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ y Gestión Humana en cuanto a especialistas en contenido.


Desde su creación en 1981, la Escuela Judicial ha desempeñado un papel de enorme importancia en la formación y capacitación jueces y juezas, así como del personal auxiliar (personas técnicas judiciales), de las diferentes regiones del país. Posteriormente, fueron creadas las unidades de capacitación del Organismo de Investigación Judicial, el Departamento de Gestión Humana, la Defensa Pública y el Ministerio Público. Gracias a la inversión que el Poder Judicial hace en la formación de su capital humano, y pese a los retos que enfrenta, la justicia costarricense sigue siendo un ejemplo de calidad y solvencia técnica y ética.


Para lograr el objetivo máximo de formar personas en conocimientos, destrezas, habilidades y valores propios de su función (formación por competencia), la Escuela Judicial y las unidades de capacitación deben prestar especial atención en el diseño, producción y ejecución de sus distintos programas. 


La línea de trabajo institucional está apostando por el enfoque por competencias en todos los niveles: selección de personal judicial por competencias, evaluación del desempeño por competencias y de manera consecuente, formación por competencias. Lo anterior tiene un objetivo de mucha trascendencia institucional, la formación por competencias permite por medio de la especialización, el mejoramiento en los indicadores de desempeño y, por lo tanto, el mejoramiento en la administración de justicia.


Estas relevantes tareas solamente pueden ser desarrolladas –en el enfoque por competencias- por personas con amplios conocimientos y experiencia en el campo que se pretende fortalecer. Es así como al aprobar la reestructuración de la Escuela Judicial en 2007, el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso que el trabajo de facilitación de los procesos de enseñanza estaría a cargo de “especialistas en contenido”, profesionales provenientes del sector jurisdiccional (en el caso de la Escuela) y de cada sector representado por las unidades de capacitación. Para poder contar con tan valioso recurso, se recurriría a la posibilidad establecida en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es decir, a la aprobación de permisos con goce de salario para la ejecución de proyectos de interés institucional.


Ante la grave situación fiscal que atraviesa el país y que ha incidido directamente en el presupuesto del Poder Judicial, se han pronunciado varias instancias internas en el sentido de limitar o eliminar el uso del mecanismo previsto en el artículo de cita. Frente a esa posibilidad, debo advertir con el mayor respeto, que significaría el cierre de la Escuela Judicial y de sus unidades de capacitación. Las consecuencias de esto son las mismas que ha tenido para el país la baja inversión en educación de las últimas décadas, es decir, un inexorable deterioro en la calidad de sus profesionales y el servicio que prestan.


Tanto la Escuela Judicial como las unidades de capacitación, anualmente, planifican el uso limitado y razonable de este recurso, con base en sus planes anuales estratégicos y operativos. La inversión total por este concepto constituye apenas una pequeña fracción de todo lo que el Poder Judicial eroga por aplicación del artículo 44. Me atrevo a decir que la capacitación judicial es, probablemente, uno de los proyectos más eficaces para el mejoramiento de la administración de justicia.


Es por lo anterior que atentamente les solicitamos considerar la necesidad antes referida a efecto de que la Escuela y sus unidades sigan contando con el apoyo de especialistas en contenido de acuerdo con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. De nuestra parte, nos comprometemos a racionalizar, aún más, el uso de estos recursos.
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Oficio nº. 236-UCS-MP-2013 del 21 de octubre de 2013, suscrito por la M.Sc. Mayela Pérez Delgado,  fiscal auxiliar y la Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, abogada Unidad de Capacitación y Supervisión, al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  que dice: 

En referencia al oficio no. EJ-DIR-213-13, por este medio queremos externar nuestra preocupación ante la posibilidad de que se eliminen o reduzcan los permisos con goce de salario y sustitución para los y las especialistas en contenido que realizan labores de diseño y ejecución de actividades de capacitación, elaboración de materiales didácticos, así como ejercer labores de tutor en los proceso de reclutamiento y selección del Ministerio Público.

Para la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público es imprescindible contar con el recurso de los y las especialistas en contenido,  toda vez que se requiere desarrollar productos didácticos (manuales) que favorecen los procesos de generación y desarrollo de competencias laborales. Sobre esto, se viene trabajando en la elaboración de manuales que respondan a las necesidades más puntuales y determinantes del Ministerio Público para el abordaje del fenómeno criminal, teniendo como referencia las Políticas de persecución penal que emanan de la Fiscalía General de la República.

En ese sentido,  son fiscales y fiscalas de amplia trayectoria y experiencia en el Ministerio Público los encargados de elaborar dichos materiales, así como impartir las respectivas capacitaciones a los fiscales, fiscalas, personal profesional y personal administrativo, teniendo como objetivo primordial el desarrollo las competencias necesarias (conocimientos, destrezas y actitudes) para desempeñar de manera eficiente las funciones y tareas que le han sido encomendadas al Ministerio Público.

Por otra parte, cabe indicar que para el próximo año, en la fase III (práctica dirigida) del proceso de reclutamiento y selección, se tiene previsto la entrada en operación del centro de adiestramiento para oferentes al puesto de fiscal auxiliar, para lo cual se requiere contar con tutores docentes, quienes serán los encargados de planificar, diseñar y ejecutar este fase del referido proceso. Esta fase se desarrollará en las instalaciones de esta unidad, por lo que es necesario que los docentes tutores se mantengan a tiempo completo en esta labor, durante el periodo determinado para dicha fase (seis semanas por cada grupo de oferentes).

Lo anterior implica la necesidad de que se mantenga la posibilidad de solicitar los permisos con goce de salario y sustitución para desarrollar los proyectos antes descritos, lo cual se realiza con base en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Por las razones anteriores, respetuosamente solicitamos mantener el recurso de los especialistas en contenido.
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Oficio nº. 1357-DPUC-2013 del 23 de octubre de 2013, suscrito por la Licda. Olga Fallas Ulloa, supervisora de capacitación de la Defensa Pública, a las magistradas y los magistrados de la Corte Suprema de Justicia,  que dice: 

Reciban un cordial saludo. Con el aval de la Dirección de la Defensa Pública y en atención tanto al tema tratado en el artículo LXXVII de la sesión 90-13 del Consejo Superior como al oficio EJ-DIR-213-13, suscrito por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial e integrante del Consejo Directivo de esa instancia de capacitación, es menester para la suscrita señalar que desde la Defensa Pública se comparte completamente la posición expuesta por el señor Carvajal en el memorial citado, ya que uno de los pilares sobre los que se debe cimentar el ofrecimiento de un servicio público de calidad, es la capacitación del personal, motivo por el cual deben mantenerse la estructura y los procesos existentes.

Como bien lo señala don Marvin Carvajal, tanto la Escuela Judicial como las Unidades de Capacitación planifican racionalmente lo atinente al gasto de recursos en sus planes anuales (tanto operativos como de capacitación), incluso se han promovido medios alternativos para cumplir con las directrices de ahorro presupuestario como por ejemplo las videoconferencias y los cursos regionales, además de que siempre se comunica al personal que su participación en actividades de capacitación (ya sea como discente o docente) es sin sustitución.  

Ahora bien, a pesar de todos los esfuerzos realizados debe considerarse que para el cumplimiento de los objetivos trazados en materia de capacitación, son fundamentales las sustituciones excepcionales del personal que labora en oficinas muy pequeñas y de zonas rurales (por ejemplo Cóbano o Tarrazú, entre otras en el caso de la Defensa Pública),  puesto que de otro modo sería muy difícil su participación en actividades formativas. Igualmente son importantes los permisos para personas especialistas en contenido, ya que sin ellos sería sumamente difícil alcanzar un proceso eficaz y eficiente de capacitación bajo el encuadre pedagógico por competencias y ello incidiría, al final de cuentas, en la prestación de servicios por parte de la institución.

Así pues, la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública procurará continuar con las políticas de racionalización de recursos, pero en adición a ello es indispensable que se consideren las necesidades que se tienen para la definición, organización, ejecución, participación y evaluación de los procesos de capacitación, puesto que ellos sin duda son trascendental dentro del andamiaje del Poder Judicial y se han convertido en un sostén para el mejoramiento constante de las competencias del personal y en consecuencia, para la elevación de la calidad del servicio público que se brinda.  
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Se da un intercambio de opiniones, destacando que con la activación de las sedes regionales, muchas de las capacitaciones se desarrollan en dichas sedes. Además, que la virtualidad se aplica en la gran mayoría de capacitaciones de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitaciones, tal como en los cursos de aprovechamiento, los cuales son bimodales, además de los cursos propiamente virtuales. Si bien es cierto de que muchas personas estarían interesadas en participar en las capacitaciones durante los días sábados,  o fuera del horario laboral, se estima esta medida iría en contra de las Políticas de Capacitación aprobadas por la Corte Plena, en cuanto a que ello podría impedir que las juezas participen de las capacitaciones que ofrece la Escuela Judicial. 
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota de lo manifestado por el Consejo Superior en cuanto a la solicitud expresa de fomentar la capacitación regional. 2.) Propiciar la capacitación regional mediante la creación de actividades específicas en cada uno de las regiones y la virtualización de las temáticas que puedan ser virtualizadas.  3.) Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial, una audiencia con el fin de exponer acerca de la tarea que desarrollan la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. Igualmente, propiciar un encuentro con la M.Sc. Nancy Hernández del Despacho de la Presidencia, quien está interesada en informar a este Consejo Directivo acerca de las directrices de la Presidencia de la Corte en cuanto a gastos. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO V

Se conocieron las observaciones del Ministerio Público y la Defensa Pública con respecto al oficio nº. N°033-CD/EJ-13 enviado para el conocimiento de la Corte Plena, en donde se transcribe el acuerdo del Consejo Directivo, sesión nº. 06-13 celebrada el dieciséis de octubre del 2013, ARTÍCULO III, que dice:

Les transcribo el acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL,  en la sesión nº. 06-13 celebrada el  dieciséis de octubre del 2013, que literalmente dice:

ARTÍCULO III

Oficio nº. UCS-0206-MP-2013 del 25 de setiembre de 2013, suscrito por el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, Fiscal Adjunto de la Unidad de Capacitación y Supervisión Ministerio Público al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

Solicitud para que la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación sean dotadas del equipo informático y software propietario necesario para el desarrollo de sus actividades didácticas.

Estimados señores y señoras:

Reciban un atento saludo de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público.

El suscrito, M.Sc. Saúl Araya Matarrita, Fiscal Adjunto de esta Unidad, en representación de la Fiscalía General de la República, integrante de este Consejo Directivo, respetuosamente solicita a tomar los acuerdos necesarios a fin de que la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación sean dotadas del equipo informático y del software propietario (Microsoft Office) necesario para el desarrollo adecuado de sus funciones, teniendo en consideración las siguientes justificantes:

Estas unidades desarrollan actividades de formación y capacitación, en donde las personas facilitadoras elaboran documentos, presentaciones y otros archivos que normalmente son elaborados en ambiente de Microsoft Office, y que presentan problemas de compatibilidad al ser accedidos utilizando software libre (Open Office o Libre Office).

Esta misma situación ocurre con los trabajos que son asignados las personas discentes, y que requieren ser presentados en clase o a través de medios electrónicos.

Las personas que participan en los procesos de reclutamiento y selección presentan sus documentos y comunicaciones en archivos elaborados en ambiente de Microsoft Office, por lo que se requiere que también en la Escuela Judicial y las unidades de capacitación se utilice ese software para evitar problemas de compatibilidad que puedan generar posteriores inconvenientes y hasta apelaciones por parte de las personas participantes.

En el caso específico del Ministerio Público, el cuerpo docente de la Unidad se encuentra conformado no solo por personal propio, sino por funcionarios externos, tanto de instituciones públicas como de organizaciones privadas, y hasta de organismos internacionales, que traen sus presentaciones, documentos y otros elaborados en ambiente Microsoft Office.

La UCS, como rectora del área de capacitación dentro de la estructura del Ministerio Público, y en estricta comunicación con la Fiscalía General y la OATRI, atiende los procesos de coordinación con entes externos que coadyuvan con nuestros procesos de capacitación (SICA, CARSI, FIU, etc.), por lo que se requiere que todos los funcionarios de la UCS (área de secretaría, área de reclutamiento y selección, área de gestión de la capacitación, jefatura, etc.) cuenten con el software propietario ya mencionado.

Lo mismo ocurre con el área de AVAL (Área de valoración psicosociolaboral), que solicita y recibe información de numerosos entes, tanto internos del Poder Judicial como entes público (Ministerio Seguridad Pública, Ministerio de Educación Pública, Ministerio de Justicia y Gracia, Dirección General de Migración y Extranjería, empresas de servicios públicos, entre otras muchas). Además, se realizan consultas con entes externos privados, tales como empresas que han tenido vínculos patronales con los oferentes, etc.

La Unidad atiende también personas externas que se presentan a solicitar servicios tales como la realización del TCU (Trabajo Comunal Universitario), prácticas profesionales y prácticas de graduación, y en estos procesos se deben recibir documentos elaborados en ambiente de Microsoft Office, tanto de las personas interesadas como de las instituciones de donde provienen.

Como parte del rediseño de la página WEB de la UCS-MP, se espera publicar diferentes documentos (tesis, artículos especializados, manuales, etc.) que son de interés para nuestras labores, y estos son normalmente desarrollados en ambiente de Microsoft Office.

En apego a la política de cero papel, la UCS actualmente ofrece los documentos que deben ser consultados por las personas participantes en actividades de capacitación, de forma digital (CD´s), y es necesario que esa información esté grabada en formatos compatibles con el software que utiliza la mayoría de nuestra población.

La UCS-MP atiende solicitudes expresas de la Fiscalía General de República, en las que se requiere la preparación y envío de documentos que serán utilizados en coordinación con entidades externas al Poder Judicial.

Elaboración de informes periódicos solicitados tanto por la Fiscalía General como por otros órganos institucionales (Planificación, comisiones, etc.).

Es importante, además, mencionar que la UCS-MP ha iniciado con la operación del Centro de Adiestramiento de Fiscales Auxiliares (CAFA) en donde cada año se atenderán los aspirantes a ingresar al Ministerio Público. En este Centro, las personas participantes cursan el Programa de Inducción y luego realizan la Práctica Dirigida, que son dos acciones de formación destinadas a la adquisición y desarrollo de competencias profesionales, garantizando de manera razonable que la curva de aprendizaje de las personas al ser nombradas disminuya.

El CAFA atenderá dos promociones anuales, de aproximadamente 80 personas cada una, por lo que el suministro de equipo con el software requerido escapa a las posibilidades institucionales. Por ello, cada persona participante aporta su propia computadora personal, y en ella elabora los documentos correspondientes según los requerimientos de cada etapa (informes, presentaciones, requerimientos conclusivos, etc.) que luego son revisados por los tutores y tutoras asignadas al Centro. Por ello, se requiere que el equipo asignado a los tutores y tutoras cuente con el software propietario necesario para la realización de las evaluaciones a los trabajos de los discentes.

Es importante mencionar que las necesidades particulares de esta Unidad con respecto al software requerido para sus actividades no se limitan a este paquete de ofimática, sino que es más amplio, en tanto debe incluir:

Software para la reproducción de video

Software para la reproducción de audio

Software didáctico especializado

Software especializado para la atención de personas con necesidades educativas especiales (NEE). Por ejemplo JAWS.

Acceso a sitios de Internet actualmente prohibidos (tales como you tube, prezi, sitios de computación en la nube, etc.)

Esperando contar con su colaboración, se suscribe atento servidor. 
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Las y los integrantes de este Consejo Directivo expresaron que la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Ministerio Público, del Departamento de Gestión Humana, de la Defensa Pública y del Organismo de Investigación Judicial,  tienen necesidades muy especiales en materia de tecnología,  distintas a los despachos judiciales. Por tal motivo, no deberían ser tratadas en forma idéntica a un despacho judicial.

De ahí que se deban considerar aspectos como las poblaciones meta, la producción y ejecución de cursos virtuales, las relaciones con otras instituciones nacionales e internacionales, entre otros.

Adicional a lo indicado por el Ministerio Público en su oficio UCS-0206-MP-2013 del 25 de setiembre de 2013, se destacan las siguientes necesidades.

Mejorar el acceso a internet

Acceso a redes sociales: Facebook y Twitter

Acceso a servidores de video Youtube y Nimeo

Acceso a redes profesionales: LinkEd y DevianArt

Acceso a herramientas de manejo de contenidos: Joomla

Acceso a herramientas en la nube: Dropbox y Google drive

Acceso a herramientas de comunicación: Skype, Gotomeeting

Video streamming en la red

Reproductores de audio: Windows media Player

Reproductores de video: 123 player, km player, power dvd

Software propietario

Al menos una licencia de Microsoft Office en cada unidad

Software Camtasia para creación de tutoriales de capacitación

Equipos

Cámara fotográfica

Herramienta para edición de imágenes: photoshop

Cámara de video

Herramienta para edición de video 
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: 1.) Acoger la anterior gestión del Ministerio Público, para que la Escuela Judicial y  las unidades de capacitación del Ministerio Público, del Departamento de Gestión Humana, de la Defensa Pública y del Organismo de Investigación Judicial, sean dotadas, en la medida de lo posible, del equipo informático y software propietario necesario para el desarrollo de sus actividades didácticas. 2.)  Hacer una atenta instancia a las y los integrantes de la Corte Plena y al Comité Gerencial de Informática del Poder Judicial, para que se tomen en cuenta las necesidades especiales de la Escuela Judicial y las unidades de capacitación en materia de acceso a la tecnología. ACUERDO FIRME.
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Correo electrónico del 21 de octubre de 2013, suscrito por el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, jefe de la Unidad de Capacitación y Supervisión de Ministerio Público, a las y los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial,  que dice: 

De parte del Consejo Directivo de la Escuela Judicial remite al Ministerio Público la nota abajo inserta, para que indique la conformidad con el acuerdo de Consejo Directivo de la Escuela Judicial, tomado en sesión 06-13 del 16 de octubre del 2013. 

Al respecto debo indicar que solamente no estamos de acuerdo con lo indicado al final del Artículo III en cuanto indica que cada unidad de capacitación deberá contar con "al menos una licencia de Microsoft Office", a pesar de que dicha expresión no fue lo que la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público solicitó ni ese extremo, aquí destacado en rojo, fue parte de las discusiones en la sesión del Consejo.

Lo que hemos solicitado con ahínco es que el Departamento de Tecnología de la Información:

A) Facilite en general el acceso de las unidades de capacitación del Poder Judicial a todo tipo de software útil para realizar actividades de formación e investigación en las unidades de capacitación, dado que no son unidades operativas sino académicas, lo que las obliga a trabajar con materiales didácticos provenientes de diferentes sistemas, no solo dentro sino también de fuera del país.

B) Mantenga instalado, dentro de las computadoras que tienen o que lleguen a tener las unidades de capacitación, el software propietario tipo Microsoft Office y cualquiera otro que ya estas unidades tengan instalado o que lleguen a tener instalado, pues actualmente la modalidad que utiliza DTI es que si la computadora entra a reparación se le quita el software propietario que traiga y se le instala software libre, perdiendo así dichas unidades el software propietario del que ya disponían. Lo anterior constituye una pérdida para las unidades de capacitación a pesar de que el propio Poder Judicial ya lo ha comprado para esas unidades, o bien ha sido donado por órganos internacionales.

En el caso concreto del acuerdo que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial está enviando al Consejo Superior, cuando solicita "al menos una licencia de Microsoft Office" está poniéndonos a perder las diversas licencias de esos programas que ya tenemos, sino también eventualmente las de otros programas ya adquiridos por el Ministerio Público. Por ejemplo, hoy día la Unidad de Capacitación del Ministerio Público dispone de aproximadamente  14 licencias de Microsoft Office, y si se sigue lo indicado en el acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, más bien podría DTI argüir que "tenemos 13 de más".

Constantemente hemos tenido que estarle solicitando a DTI el acceso y la protección de nuestro software y no queremos vernos expuestos a nuevas "interpretaciones". Por eso considero que con la redacción del inciso A) se previene el acceso a futuro software, y con la redacción del inciso  B) podría resolverse el punto respecto del software del que ya disponemos.

Queremos que quede claro que no estamos solicitando nuevo software propietario, sino que se respete el que ya tenemos las unidades de capacitación del Poder Judicial, y que se nos dé acceso adecuado a las computadoras con que realizamos nuestro trabajo académico de cada día.

C) No restrinja los llamados "derechos de administrador" en cada computadora, pues la motalidad que utiliza DTI es que se restringen esos derechos y por lo tanto se impide al operador de la computadora accesar cambios en la pantalla, en el tiempo de duración en apagarse la pantalla o el sistema operativo, cambios en la intensidad del brillo de la pantalla, enlaces con el videoproyector ("videobeam"), acceso a las teclas "Function" (F1, F2, F3, etc.) y otras limitaciones que afectan nuestro trabajo diario. Restricciones todas que causan trastornos en el momento en que se está dando la capacitación. Ejemplo: la computadora se le apaga al docente porque no tiene el "privilegio o derecho de administrador" para variar el tiempo de apagado, dado que ello se lo reserva DTI, e incluso se ha dado el caso -que viví en mi propia carne- que no se puede variar el brillo de la pantalla, y así tuve que trabajar a pesar de  venir saliendo de una operación oftamológica, de todo lo cual conoció DTI, sin que a la fecha nos haya solucionado el punto en 21 computadoras que recientemente compramos para la formación de fiscales y fiscalas.

En conclusión, tal como está el acuerdo redactado in fine, nos hace perder lo que ya tenemos, en vez de ponernos a ganar lo que estamos solicitando.

En virtud de lo anterior, muy respetuosamente solicito al Consejo que se incluyan los ítemes expresamente aquí indicados como A), B) y C), o bien se conozca de nuevo el punto en la próxima sesión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, a efecto de que lo solicitado al Consejo Superior venga realmente a resolver al problemática existente en la actualidad.
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Correo electrónico del 22 de octubre de 2013, suscrito por el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez de la Defensa Pública,  que dice: 

Buenas tardes y saludos estimada Cristina.

En relación con el mensaje de líneas abajo y siguiendo instrucciones de doña Olga Fallas, quisiera señalar que en la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública sí tenemos necesidad de licencias de Microsoft Office ya que muchos de quienes en ella laboramos, no las tenemos. Así pues, de ser posible requeriríamos de al menos 7 licencias de las ya mencionadas.

Muchas gracias.
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Se comunicó a las y los presentes que el oficio nº. N°033-CD/EJ-13 en donde se transcribe el acuerdo del Consejo Directivo, de la sesión nº. 06-13 del dieciséis de octubre del 2013, ARTÍCULO III, ya fue conocido por las y los integrantes de la Corte Plena y que en los próximos días se estaría recibiendo el respectivo acuerdo, en donde se solicita al M.Sc. Rafael Ramírez López, jefe del Departamento de Informática, un informe con respecto a las necesidades tecnológicas del Poder Judicial. Por ello, se recomienda a la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación que elaboren un informe con respecto a las necesidades propias de cada área, para el conocimiento del M.Sc. Ramírez López.
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SE ACUERDA: 1.) Que la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación presenten un informe sobre las necesidades concretas y específicas de sus áreas, para el conocimiento del M.Sc. Rafael Ramírez López, jefe del Departamento de Informática, que él la presente en su informe que deberá rendir a la Corte Plena.  2.)  La Mag. Dra. Doris Arias coordinará una reunión con el M.Sc. Ramírez López, con la participación de la Defensa Pública, Ministerio Público, Gestión Humana y la Escuela Judicial, para conversar al respecto.   ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI

Planes de Capacitación 2014, del Organismo de Investigación Judicial, del Ministerio Público, de la Dirección de Gestión Humana, de la Defensa Pública y de la Escuela Judicial.

Se realizó la presentación del Plan de Capacitación de la Escuela Judicial, al que se le hicieron varias observaciones y se le introdujeron algunas modificaciones necesarias para que cumpliera màs cabalmente sus objetivos.

En cuanto a la programación de la capacitación en el 2014, sobre el proyecto piloto para la implementación del “Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora Mora”, como expresión de la participación ciudadana en la administración de justicia, elaborado en asocio con la Organización de Estados Americanos y la asesoría del Departamento de Planificación, aprobado por la Corte Plena en la sesión 04-2013, artículo XXVIII, se presentó algunas dudas en relativo al ámbito jurídico y función litigiosa de la persona facilitadora judicial.

La Defensa Pública, en razón de la duda surgida, no entró a detallar en su exposición como realizará la capacitación del  tema de “Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora Mora”.
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SE ACUERDA: 1.) Se aprueba el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial, con las siguientes variaciones: a) El Programa de Nivelación General Básica para Juezas y Jueces será ofrecido en el cantón central de Limón y en Corredores, y no en Guápiles y Pérez Zeledón, como originalmente se propuso, por considerarse zonas en que es necesaria una intervención urgente. La Escuela Judicial informará al Consejo Superior acerca de las necesidades adicionales de recursos que implica llevare estos dos programas a las mencionadas zonas del país. b) agregar una actividad acerca del acoso sexual y laboral en el Poder Judicial por razones de diversidad sexual. c) Agregar dos cursos de pensiones alimentarias dirigidos a jueces y juezas. ACUERDO FIRME.
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FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN:  20 de noviembre de 2013

HORA:   8:30 a.m. 

LUGAR:  San José, Corte Suprema.

Se levanta la sesión a las doce horas, quince minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

            
Dr. Marvin Carvajal Pérez    

Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial         
Director de la Escuela Judicial
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